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PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CODIGO PENAL FEDERAL.
Los artículos 39, 41 y 99 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establecen principios fundamentales como el sufragio universal, libre, secreto y directo; la organización de las elecciones a través de un organismo público y autónomo; la certeza, legalidad, independencia, imparcialidad y objetividad como principios rectores del proceso electoral; el establecimiento de condiciones de equidad para el acceso de los partidos políticos a los medios de comunicación social; el control de la constitucionalidad y legalidad de los actos y resoluciones electorales, así como que en el financiamiento de los partidos políticos y sus campañas electorales debe prevalecer el principio de equidad. 

Estos principios deben observarse en todos y cada uno de los comicios que se realicen en nuestro país, con el objetivo de avanzar hacia la consolidación de un régimen democrático.

En consecuencia, si alguno de esos principios fundamentales es vulnerado en una elección, de tal forma que se impida la posibilidad de tenerlo como satisfecho cabalmente y, como consecuencia de ello, se ponga en duda la credibilidad o la legitimidad de los comicios y de quienes resulten electos en ellos, es inconcuso que dichos comicios no serán aptos para surtir sus efectos legales de forma plena. 

En ese sentido es que consideramos necesario adecuar la legislación penal en materia electoral, para establecer nuevas modalidades a presuntas conductas delictivas desarrolladas en los procesos electorales.

Derivado de lo anterior, la presente iniciativa tiene como uno de sus objetivos, ampliar el término previsto para sancionar a las personas, funcionarios partidistas o candidatos que realicen actos de presión, con el ánimo o el propósito de influir en el sentido del voto, solicitud de votos por paga, promesa de dinero u otra recompensa, o bien, uso de amenazas o violencia física o moral para coaccionar  a otros a votar a favor de un determinado candidato, partidos político o coalición, o para que se abstenga de ejercer su voto, así como para que dentro del mismo término no se realice propaganda electoral. 

Actualmente, solo son punibles dichas actividades si son cometidas el día de la Jornada Electoral. Sin embargo, en virtud de que en las pasadas elecciones federales se configuraron dichas conductas días antes de dicha jornada, nuestra propuesta pretende subsanar dicha deficiencia y facultar a que cualquier persona, funcionario, candidato, Partido Político o Coalición, que tenga conocimiento de dichas infracciones, pueda hacer la denuncia correspondiente y se castigue al o a los presuntos delincuentes si la infracción se realiza también dentro de los tres días previos al día de la celebración de la elecciones.

En la historia de nuestro país hemos encontrado prácticas ilegales consistentes en compra de votos, coacción y, en general, conductas encaminadas a coartar el derecho a los mexicanos de ejercer de forma libre su voto. Dichas acciones se realizan en muchas ocasiones días antes de la elección de que se trate y/o el mismo día de la elección y los ciudadanos, candidatos, partidos o coaliciones no tienen la posibilidad de ver sancionadas tales ilícitos.

Pero no sólo eso, sino que también dichas conductas se realizan a través de interpósita persona, con la intención de burlar las disposiciones que al efecto existen, razón por la cual también proponemos que se sanciones de igual manera a los terceros que hayan autorizado la comisión de cualquiera de los actos previstos en el artículo 406 del mismo ordenamiento.

Por otro lado, el citado artículo 41 Constitucional establece, entre otras cosas, la prioridad que debe existir del financiamiento público sobre el privado, así como la posibilidad de que los partidos políticos reciban de forma equitativa, financiamiento público para su sostenimiento y cuenten durante los procesos electorales con apoyo para sus actividades tendientes a la obtención del voto.

En otro orden de ideas, también proponemos una modificación al artículo 412, ya que en la comisión del delito que en él se tipifica, (“organizadores de actos de campaña que, a sabiendas, aproveche ilícitamente fondos, bienes o servicios”), no habrá el beneficio de la libertad provisional. Al respecto consideramos que no sólo en este caso la conducta punible se debe considerar como grave.

Derivado de lo anterior se propone que en todos los delitos contenidos en el Título Vigésimocuarto, relativo a Delitos electorales, no se permita el beneficio de la libertad provisional, ello en virtud de que a través del derecho al voto se construyen nuestras instituciones y cualquier trasgresión que impida el ejercicio libre del mismo, debe ser severamente sancionado. 

En adición a lo anterior, todos sabemos que estos delitos, en la mayoría de los casos, son cometidos de forma dolosa, por lo que se considera que deben ser catalogados como graves, ya que restan credibilidad a las instituciones nacionales y lesionan severamente la confianza que todos los mexicanos debemos tener en ellas.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, sometemos a su consideración la siguiente INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO DE REFORMAS Y ADICIONES AL CÓDIGO PENAL FEDERAL.
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